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No obstante, se podrá prescindir el trámite de audien-
cia cuando no figuren en el procedimiento ni sean tenidos 
en cuenta en la resolución otros hechos ni otras alegacio-
nes que las aducidas por el interesado. 

Artículo 138: Resolución. 
1. Cuando resulte procedente el reembolso del coste 

de la garantía aportada, se dictará resolución en un plazo 
máximo de seis meses a contar desde la fecha en que el 
escrito de solicitud del interesado haya tenido entrada en 
el registro del órgano competente para resolver y siempre 
que las cantidades hayan quedado debidamente acredita-
das y correspondan a la suspensión de la deuda declarada 
total o parcialmente improcedente. 

2. El pago a la persona o entidad que resulte acree-
dora se abonará mediante transferencia bancaria. 

Podrá compensarse aquel coste con deudas de titu-
laridad del interesado. 

3. Transcurrido el plazo para dictar resolución sin que 
ésta se haya producido, se podrá entender desestimada la 
solicitud a efectos de interponer contra la resolución pre-
sunta el correspondiente recurso. La resolución expresa 
posterior al vencimiento del plazo se adoptará sin vincula-
ción alguna al sentido del silencio. 

4. La resolución que ponga fin a este procedimiento 
será reclamable en vía económico-administrativa, previo el 
recurso de reposición si el interesado decidiera interponerlo 

5. En todo caso, el derecho al reembolso de los cos-
tes de las garantías prescribe a los 4 años contados desde 
el siguiente a aquel en que adquiera firmeza la sentencia o 
resolución administrativa que declare total o parcialmente 
improcedente el acto impugnado. 

SECCIÓN 3.ª EL RECURSO EXTRAORDINARIO DE 
REVISIÓN

Artículo 139: Objeto y regulación. 
El recurso extraordinario de revisión a que se refiere 

el Reglamento Orgánico por el que se regula el Consejo 
Económico-Administrativo Municipal de Cartagena, así 
como el procedimiento para la resolución de las reclama-
ciones de su competencia, podrá interponerse, además 
de contra las resoluciones del Tribunal que hayan ganado 
firmeza, contra los actos firmes de la Administración tribu-
taria municipal. 

Disposición Derogatoria
Queda derogada la Ordenanza General de Recauda-

ción del Ayuntamiento de Cartagena aprobada por acuerdo 
del Excmo. Ayuntamiento Pleno en fecha 30 de abril de 
1.996, publicada en el BORM nº 123 de fecha 29 de mayo 
de 1.996, así como su modificación, que fue aprobada por 
acuerdo de Pleno de fecha 7 de febrero de 2.003 (BORM 
nº 74 de fecha 31 de marzo de 2.003).”

Las citada ordenanza entrará en vigor el día 1º de 
enero 2007.

Lo que se hace público para general conocimiento, 
con la indicación de que contra el acuerdo de aprobación 

definitiva, los interesados a que se refiere el artículo 18 del 
Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo 
pueden, en su caso, interponer recurso Contencioso Ad-
ministrativo ante la Sala de dicha jurisdicción del Tribunal 
Superior de Justicia de la Región de Murcia, en el plazo de 
dos meses a partir del siguiente día de la publicación en el 
Boletín Oficial de la Región de Murcia, de acuerdo con lo 
que dispone el artículo 19 del mencionado Texto Legal.

Cartagena a 27 de diciembre de 2006.—La Concejal 
Delegada del Área de Hacienda, María Ángeles Palacios 
Sánchez.

——

Cartagena

16901	 Aprobada definitivamente la actualización 
legislativa del acuerdo de establecimiento 
de Precios Públicos y Ordenanza General 
Reguladora de los mismos 

Por acuerdo del Excmo. Ayuntamiento Pleno, adop-
tado en sesión de diez de noviembre de dos mil seis, fue 
provisionalmente aprobada la actualización legislativa del 
acuerdo de establecimiento de Precios Públicos y Orde-
nanza General Reguladora de los mismos.

Sometido el expediente a exposición pública, me-
diante edicto insertado en el Boletín Oficial de la Región 
de Murcia, de 17 de noviembre de 2006, número 266, de 
conformidad con el artículo 17 del Texto Refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales, Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, no se han presentado 
reclamaciones ni sugerencias, por lo que se entiende defi-
nitivamente adoptado el citado acuerdo.

El texto íntegro de la ordenanza es el siguiente:

“Se procede a la actualización legislativa del:

Acuerdo de establecimiento de Precios Públicos y 
Ordenanza General Reguladora de los mismos

Este Ayuntamiento, haciendo uso de la facultad que 
le confiere el artículo 127 del Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Re-
fundido de  la Ley reguladora de las Haciendas Locales, 
acuerda establecer y exigir los precios públicos contenidos 
en esta Ordenanza, de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 41 a 47 de dicho Real Decreto Legislativo, en 
la Ley General Presupuestaria, en la Ley General Tributa-
ria, y en los preceptos contenidos en esta Ordenanza re-
guladora a través de estas normas generales.

Naturaleza y objeto
Artículo 1. -
1. Tienen la consideración de precios públicos las 

contraprestaciones pecuniarias, de carácter no tributario, 
que se satisfagan por la prestación de servicios o la reali-



Sábado, 30 de diciembre de 2006Página 36044 

BOLETÍN OFICIAL DE LA REGIÓN DE MURCIA

Número 300

zación de actividades de la competencia de la Entidad Lo-
cal siempre que no concurra ninguna de las circunstancias 
especificadas en la letra b) el artículo 20.1. del Real Decre-
to Legislativo 2/2004.

2. No podrán exigirse precios públicos por los servi-
cios y actividades enumerados en el artículo 21 del Real 
Decreto Legislativo 2/2004.

Obligados al pago
Artículo 2.-
1. Estarán obligados al pago de los precios públicos 

quienes se beneficien de los servicios o actividades por los 
que deban satisfacerse aquellos.

2. El obligado al pago deberá:

a) Formalizar cuantas declaraciones y comunicacio-
nes se le exijan para cada precio público.

b) Facilitar la práctica de comprobaciones e inspec-
ciones, así como la entrega de los datos, antecedentes y 
justificantes que le sean solicitados.

c) Declarar el domicilio, conforme el artículo 7 de esta 
Ordenanza General.

d) Tener a disposición del Ayuntamiento los libros de 
contabilidad, registros, y demás documentos que se deban 
llevar y conservar con arreglo a la Ley.

Responsables subsidiarios y solidarios
Artículo 3.-
Quedan obligados igualmente al pago de la deuda por 

precios públicos los responsables subsidiarios y solidarios.

Artículo 4.-
Serán responsables subsidiarios:

a) Los administradores de las personas jurídicas de 
la totalidad de deuda en los casos que no realizaren los 
actos necesarios que fuesen de su incumbencia para el 
cumplimiento de las obligaciones infringidas, consintieren 
el incumplimiento por quienes de ellos dependan o adopta-
ren acuerdos que hicieran posible tales infracciones.

b) Los administradores de las personas jurídicas, en 
todo caso, de las obligaciones pendientes de las mismas 
que hayan cesado en sus actividades.

c) Los síndicos, interventores o liquidadores de quie-
bras, concursos, sociedades y entidades en general, cuan-
do, por negligencia o mala fe, no realicen las gestiones ne-
cesarias para el íntegro cumplimiento de las obligaciones 
devengadas con anterioridad a dichas situaciones y que 
sean imputables a los obligados al pago.

d) Los adquirentes de bienes afectos, por Ley, a la 
deuda contraída, que responderán con ello por derivación 
de la acción, si la deuda no se paga, una vez agotado el 
procedimiento de apremio.

Artículo 5.-
En los casos de responsabilidad subsidiaria será 

inexcusable la previa declaración de fallido del obligado al 
pago, sin perjuicio de las medidas cautelares que antes de 
esta declaración puedan reglamentariamente adoptarse.

La derivación de la acción administrativa a los res-
ponsables subsidiarios requerirá previamente un acto 
administrativo, que será notificado reglamentariamente, 
confiriéndoles desde dicho instante todos los derechos del 
obligado al pago.

Los responsables subsidiarios estarán obligados al 
pago de las deudas cuando concurran las siguientes cir-
cunstancias:

a) Que el deudor principal y en su caso los responsa-
bles solidarios hayan sido declarados fallidos conforme a 
los dispuesto en el Reglamento General de Recaudación.

b) Que exista acto administrativo de derivación de 
responsabilidad.

El acto administrativo de derivación de responsabili-
dad contra los responsables subsidiarios será dictado por 
la Alcaldía, una vez obre en su poder el expediente admi-
nistrativo de apremio con la declaración de fallido de los 
obligados al pago.

Dicho acto, en el que se cifrará el importe de la deuda 
exigible al responsable subsidiario, será notificado a éste, 
con expresión de los elementos esenciales de la liquida-
ción y el texto íntegro del acuerdo declarando la responsa-
bilidad subsidiaria, la cantidad a que alcance la misma, los 
medios de impugnación, lugar, plazo y forma en que debe 
ser satisfecha la cantidad a que se extiende la responsabi-
lidad subsidiaria.

Artículo 6.-
Serán responsables solidarios:

a) Las personas que sean causantes o colaboren en 
la realización de una infracción de las normas reguladoras 
de los precios públicos, y 

b) Los copartícipes de las entidades a que se refiere 
el artículo 33 de la Ley General Tributaria en proporción a 
sus cuotas.

El Ayuntamiento podrá dirigir la acción en cualquier 
momento del procedimiento contra los responsables soli-
darios, una vez notificada la responsabilidad solidaria.

La responsabilidad alcanzará tanto al importe del 
precio como a los demás elementos que integran la deu-
da, según lo establecido en el art. 58 de la Ley General 
Tributaria.

Domicilio de los obligados al pago
Artículo 7. -
1. La Administración Municipal podrá exigir a los su-

jetos pasivos que declaren su domicilio. A todos los efectos 
se estimará subsistente el último domicilio consignado para 
aquellos en cualquier documento de naturaleza tributaria, 
mientras no de conocimiento de otro al Ayuntamiento o 
éste no lo rectifique mediante la comprobación pertinente.

2. En el caso de propietarios de fincas o titulares de 
empresas industriales o comerciales, sitas en el término 
municipal, residentes o domiciliados fuera del mismo, se 
estará a lo dispuesto en el artículo 17 del Real Decreto 
Legislativo 781/1986, de 18 de abril.
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Cuantía de los precios públicos
Artículo 8. -

1. En la prestación de servicios o realización de acti-
vidades, el importe del precio público deberá cubrir, como 
mínimo, el coste del servicio prestado o de la actividad 
realizada.

En la determinación del costo final del servicio o acti-
vidad se tendrán en cuanta los costes directos e indirectos 
presupuestarios, y las amortizaciones técnicas extrapresu-
puestarias.

2. Cuando existan razones sociales, benéficas, cultu-
rales o de interés público que así lo aconsejen, el Ayunta-
miento podrá fijar precios públicos por debajo de los límites 
previstos en los dos apartados anteriores; en estos casos 
y cuando se trate de los precios públicos a que se refiere 
el apartado 1 anterior, deberán consignarse en los presu-
puestos de este Ayuntamiento las dotaciones oportunas 
para la cobertura de la diferencia resultante, si la hubiere.

Administración y cobro de los precios públicos
Artículo 9. -
1. La obligación de pago de los precios públicos regu-

lados en esta Ordenanza nace desde que se inicie la pres-
tación del servicio o la realización de la actividad, pudiendo 
exigirse el depósito previo de su importe total o parcial.

2. El pago del precio público se realizará:

a) El pago periódico de las cuotas resultantes de la 
aplicación de las tarifas, se efectuará anualmente en los 
plazos señalados en el artículo 87 del Reglamento General 
de Recaudación para el cobro mediante recibo, salvo los 
plazos especiales expresamente consignados en determi-
nadas tarifas.

b) En la prestación de servicios o realización de ac-
tividades, en el momento de la presentación al obligado al 
pago del ticket, recibo o factura correspondiente.

3. Cuando por causas no imputables al obligado al pago 
del precio, el servicio o la actividad no se preste o desarrolle, 
procederá la devolución del importe correspondiente.

Procedimiento de apremio
Artículo 10. –
Las deudas por precios públicos podrán exigirse por 

el procedimiento administrativo de apremio.

Prerrogativas de los precios públicos
Artículo 11. –
De conformidad con el artículo 32 de la Ley General 

Presupuestaria, para el cobro de los precios públicos, la 
Hacienda Local, gozará de las prerrogativas reguladas en 
dicho Texto Legal.

Régimen sancionador
Artículo 12. –
El régimen sancionador será establecido en la Orde-

nanza de la que trae causa cada precio público.”

Las citada ordenanza entrará en vigor el día 1.º de 
enero 2007.

Lo que se hace público para general conocimiento, 
con la indicación de que contra el acuerdo de aprobación 
definitiva, los interesados a que se refiere el artículo 18 del 
Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo 
pueden, en su caso, interponer recurso Contencioso Ad-
ministrativo ante la Sala de dicha jurisdicción del Tribunal 
Superior de Justicia de la Región de Murcia, en el plazo de 
dos meses a partir del siguiente día de la publicación en el 
Boletín Oficial de la Región de Murcia, de acuerdo con lo 
que dispone el artículo 19 del mencionado Texto Legal.

Cartagena a 27 de diciembre de 2006.—La Concejal Dele-
gada del Área de Hacienda, María Ángeles Palacios Sánchez.

——

Cartagena

16986	 Ordenanza de ocupación de la vía pública 
para usos de hostelería e instalaciones de 
temporada en playas.

ORDENANZA DE OCUPACIÓN DE LA VÍA PÚBLICA 
PARA USOS DE HOSTELERÍA E INSTALACIONES DE 

TEMPORADA EN PLAYAS

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.- Objeto
1.- La presente Ordenanza tiene por objeto la regula-

ción del régimen jurídico a que debe someterse el aprove-
chamiento de terrenos de dominio público municipal terrazas 
de veladores u otro tipo de instalación análogas, que consti-
tuyan actividad hostelera y del dominio público marítimo te-
rrestre mediante instalaciones de temporada en playas.

2.- Las disposiciones de esta ordenanza referentes a 
los aspectos estéticos y sanitarios de las terrazas y mobiliario 
urbano de las mismas serán también de aplicación a aquellas 
que se instalen en dominio publico del que sea titular otra Ad-
ministración o dominio privado (entendiendo por éste último, 
los que se encuentran dentro de la alineación oficial definida 
en las Normas Urbanísticas del Plan General Municipal de 
Ordenación Urbana de nuestro término municipal). 

3.- En las terrazas instaladas en dominio privado, su 
instalación no dificultará la evacuación de edificios o loca-
les donde se instale, ni podrá realizarse sobre superficies 
ajardinadas.

TÍTULO I

OCUPACIÓN DE VÍA PÚBLICA PARA USOS DE 
HOSTELERÍA

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 2.- Clases
El aprovechamiento objeto de la presente Ordenan-

za se podrá realizar en alguna de las siguientes modali-
dades:


